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Se ha evidenciado el aumento en las conductas de 
delitos sexuales y violentos en contra de la pobla-
ción menor de edad y joven, que produce el recha-
zo e inconformismo de la sociedad en Colombia. 
Esto genera exigencias de reformas normativas 
más contundentes en materia penal.

De igual manera, la Corte Constitucional, Sala Ple-
na, (C-294/21, 2021), ha planteado el estableci-
miento de la pena de prisión perpetua para el tipo 
de delitos enunciados en la hipótesis anterior. Con 
el criterio colectivo de que quienes los cometen 
son individuos patológicamente incorregibles y no 
llegan a ser totalmente rehabilitados.

Tal y como lo menciona la Corte Constitucional, 
Sala Plena, (C-294/21, 2021), esbozar sobre la 
pertinencia de la imposición de la pena de prisión 
perpetua, en las conductas de delitos sexuales y
violentos en contra de la población menor de edad 
y joven en Colombia, asociada a las teorías de
la prevención general negativa.

A través de la revisión y análisis de la sentencia 
de la Corte Constitucional, Sala Plena, (C-294/21, 
2021) y de otros textos y artículos de relevancia ju-
rídica como es “Cadena perpetua y predicción del 
comportamiento. Un análisis sobre la delincuencia 
en contra de menores de edad y la política penal 
en Colombia” (Rafael Velandía Montes y Alejandro 
Gómez Jaramillo, 2018).

Realizó un bosquejo sobre las implicaciones lesi-
vas de carácter socio-jurídico, respecto a la sen-
tencia donde se declara inexequible el acto legis-
lativo 1 de 2020, sentencia “Por medio del cual se 
modifica el artículo 34 de la Constitución Política, 
suprimiendo la prohibición de la pena de prisión 
perpetua y estableciendo la prisión perpetua re-
visable&quot; (Corte Constitucional, Sala Plena, 
C-294/21, 2021). Enfáticamente en:

Si el legislador extralimitó su competencia y sustitu-
yó uno de los ejes definitorios de la Carta Política, al 
incluir la pena de prisión perpetua con revisión judi-
cial luego de los 25 años, por la comisión de delitos 
de homicidio en modalidad dolosa y acceso carnal 
violento contra personas menores de edad. (Corte 
Constitucional, Sala Plena, C-294/21, 2021).

Según estudio del CONSEJO SUPERIOR DE POLÍTI-
CA CRIMINAL, tenemos que: en relación “al artículo 
primero del acto legislativo en mención, elimina la 
prohibición de cadena perpetua en el inciso prime-
ro del artículo 34 Constitucional. Además, crea los 
incisos tercero y cuarto en los cuales reglamenta la 
imposición de la cadena perpetua, con las siguien-
tes características: I. Es de carácter excepcional; 
II. Solo se aplican cuando las víctimas sean niños, 
niñas y adolescentes; III. Solo se aplica para las 
conductas constitutivas de homicidio en modalidad 
dolosa, acceso carnal o actos sexuales que impli-
quen violencia o esté en incapacidad de resistir; IV. 
Constituye el máximo de la pena a imponer, por lo 
tanto, no es automática. V. Es revisable en un térmi-
no no menor de 25 años sujeta a la resocialización 
del condenado. VI. Tiene control automático por el 
superior jerárquico. VII. Establece que le correspon-
de a una ley desarrollar en concreto la materia.

Por otra parte en el mismo estudio se enuncia: 1.1 
Objetivos De acuerdo con el texto del proyecto, su 
objetivo es “Establecer en nuestro ordenamiento 
jurídico la prisión perpetua revisable cuando un 
niño, niña o adolescente sea víctima de las con-
ductas de homicidio en modalidad dolosa, acceso 
carnal o actos sexuales que impliquen violencia o 
la víctima este en incapacidad de resistir. Por lo 
anterior,  la reforma propuesta, pretende que, de 
manera excepcional, se pueda imponer hasta la 
pena de prisión perpetua,  la cual tendrá control 
automático ante el superior jerárquico y será revi-
sada en un plazo no inferior a veinticinco (25)



años, para evaluar la resocialización del condenado. 
En este orden de ideas, la presente reforma consti-
tucional tiene como fin garantizar la protección de 
un segmento de la población que hoy se ve expues-
to y que debe ser considerado como el tesoro más 
preciado de nuestro ordenamiento jurídico”.

Como podemos evidenciar una de las pretensio-
nes del acto legislativo es que de manera excep-
cional, se pueda imponer pena de prisión perpetua 
como medida jurídica contundente, que proteja a 
los menores y jóvenes de estos actos de crueldad 
delincuencial.  Dado lo anterior, la Teoría de la pre-
vención general negativa, enmarca socialmente 
que la pena se funda como una advertencia, como 
una amenaza que se produciría mediante el cas-
tigo del que ejecuto la conducta punible, disua-
diendo a los demás individuos a que no deben pro-
mover la conducta delictiva. Además sirve como 
advertencia que se formula a la sociedad convo-
cando a que no se atente contra la integridad del 
esta población vulnerable. Por ende a través de 
estas medidas se encamina a evitar el delito y se 
robustece la idea de un derecho penal dirigido a la
protección más que a la represión.

En materia sociojurídica se establece: “esta teoría 
permite legitimar la imposición de penas siempre 
más graves (contundentes), porque nunca logrará 
la disuasión en una sociedad donde el conflicto so-
cial es estructural. De este modo, esta lógica con-
duce –como observó Bettiol- a la pena más fuerte 
para todos los delitos, pero no porque con ella se 
logre la disuasión, sino porque agota el catálogo 
de males crecientes con que se puede amenazar.”

Además, en el estudio realizado por el Consejo 
Superior de Política Criminal se enuncia que el pro-
yecto de acto legislativo incluye la función resocia-
lizadora de la pena, tal y como está redactado en 
su informe de ponencia para primer debate, no eli-

mina el fin resocializador de la pena, lo cual sería 
inconstitucional, por violación del bloque de cons-
titucionalidad. En efecto, en la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, 22 de noviem-
bre de 1969, art. 5, n°6 expresamente se formula 
como una finalidad de la privación de la libertad la 
resocialización.

Al no estar de acuerdo con el fallo de la Corte 
Constitucional y desde la realidad sociojuridica, 
puede entenderse que la conducta punible ejem-
plarizante es favorable para nuestra organización
social. La pena de prisión perpetua siempre recae-
ría sobre algunos individuos por los delitos que 
éstas puedan cometer, es decir que recaería sobre 
los delitos atroces, y se procuraría un efecto disua-
sorio y amenazante, respecto de otras formas gra-
ves de criminalidad, porque las motivaciones de 
conductas atroces son fuertemente patológicas o 
brutales como el “homicidio en modalidad dolosa, 
acceso carnal que implique violencia o sea puesto 
en incapacidad de resistir o sea incapaz de resis-
tir” (Const., 1991, art. 34).

Es necesaria, ya que debe haber esos mecanis-
mos de protección a los menores, además en la 
constitución está claro el derecho a los niños por 
encima de otro derecho. Es decir que en Colombia 
no hay una resocialización puesto que la realidad 
es diferente ya que estos abusadores de niños no 
se pueden resocializar, aunque la cadena perpetua 
no acabaría contra el delito de abuso hacia los 
niños, por lo menos impediría que varios de los 
abusadores salgan a la calle a seguir cometiendo 
estos crímenes. Además  para este estado los pre-
sos son un negocio y no hay garantías para que 
una pena se cumpla a cabalidad y los verdaderos 
responsables de actos inhumanos sean llevados 
ante los tribunales ya que un 95% de estos delitos 
quedan impunes, de este modo esta medida gene-
ra un mecanismo de persuasión lográndose



observar que las víctimas en su miedo de denun-
ciar a una persona, no lo hacen debido a que salen 
en pocos años y vuelven a reincidir, es decir los vic-
timarios en su ánimo de venganza atentan contra 
aquellas víctimas. Es de tal modo que la corte de-
bió tener en cuenta más argumentos y dar un fallo 
a favor de la cadena perpetua. Con la definición de 
que Colombia es un Estado Social de Derecho con 
muchas normas pero que no se administra como 
debe de ser, nuestro Congreso de la República, si 
bien es cierto nos representa con la Constitución 
Política, pero estas decisiones dejan puntos grises 
que no se valoran frente a los casos presentados 
en la actualidad, no se toman decisiones unilatera-
les pare el bien general y por el contrario muchas 
decisiones viciadas que solo afectan el bien jurídi-
co normativo del Estado Colombiano.
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